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Hoy, en www.expansion.com/juridico: Análisis de los expertos sobre la reforma concursal.

La Justicia avala la buena fe del 
administrador en los concursos
Aunque los acreedores intentan que se califiquen como culpables los procesos de quiebra para recuperar 
el máximo posible de los cobros pendientes, los jueces suelen decantarse a favor de los directivos.

Sergio Saiz. Madrid 
La actividad concursal en Es-
paña ya muestra signos de 
que se está produciendo un 
cambio de tendencia. Aunque 
el número de procesos de in-
solvencia registrados este año 
ha descendido, eso no quiere 
decir que se hayan descon-
gestionado los juzgados, ya 
que los acreedores siguen in-
tentando recuperar el máxi-
mo posible de las deudas con-
traídas con quienes terminan 
en liquidación.  

En un intento por asumir 
unas pérdidas menores, es 
bastante habitual que los 
acreedores soliciten al juez 
que califique el concurso co-
mo culpable, de forma que los 
administradores que llevaron 
a la empresa a la situación de 
insolvencia se vean obligados 
a cubrir con su patrimonio 
personal las deudas que que-
den por pagar tras liquidar los 
activos de la compañía. 

Sin embargo, y a falta de ci-
fras oficiales, los expertos cal-
culan que más de un 80% de 
las decisiones judiciales ter-
minan calificando el proceso 
de fortuito, es decir, liberando 
a los administradores de toda 
responsabilidad, por lo que 
son los acreedores quienes 
tienen que asumir las pérdi-
das por aquellas facturas o 
créditos que no van a cobrar. 

De esta forma, los jueces 
van poniendo poco a poco or-
den en la normativa concur-
sal, que ya lleva varias refor-
mas a sus espaldas. Aun así, 
no ha sido fácil, ya que los tri-
bunales tampoco se ponían de 
acuerdo en la interpretación 
de la norma, sobre todo en lo 
que a la responsabilidad de los 
administradores se refiere. 

En un primer momento, 
mientras los jueces de Madrid 
se inclinaban por una sanción 
más objetiva y amplia de la 
responsabilidad de los socios 
o administradores, los de Bar-

EXISTEN 8.000 SITUACIONES DE INSOLVENCIA AL AÑO

¿Quién dilata los procesos concursales?
Almudena Vigil. Madrid 
Los tiempos en los que se resuelve 
un concurso suelen ser motivo de 
polémica. Sin embargo, en opinión 
de Luis Martín Bernardo y Gregorio 
de la Morena, presidente y secreta-
rio, respectivamente, de la junta di-
rectiva de la Asociación Profesional 
de Administradores Concursales 
(Aspac), es una cuestión difícil de re-
gular: “Por mucho que la ley impon-
ga que la liquidación de una compa-
ñía se tiene que llevar en un tiempo 
determinado, eso es imposible de 
cumplir”. Explican que hay factores 
ajenos a la administración concursal 
que pueden alargar el proceso, co-
mo, por ejemplo, la falta de medios 
en los juzgados o colapsados ante el 
aluvión de procedimientos. Niegan 
la leyenda de que a los administrado-

res concursales les interesa alargar 
los procedimientos, y aseguran que a 
quien le puede beneficiar algo así es, 
en todo caso,  a los deudores, es decir, 
a las empresas en quiebra, que en 
ocasiones “se instalan en el concur-
so” porque de esa forma paralizan el 
pasivo y empiezan a generar caja. 

Tal y como han señalado a EX-
PANSIÓN, Aspac nace con varios 
objetivos. En primer lugar, desarro-
llar una propuesta de reglamento del 
nuevo régimen de la administración 
concursal, con el objetivo de conver-
tirse en interlocutor válido para el le-
gislador. En segundo lugar, crear un 
código deontológico. La asociación 
prohíbe expresamente en sus estatu-
tos la celebración de cursos o con-
gresos en los que se remunere a jue-
ces y magistrados. Y, por último, pro-

mover la internacionalización de la 
profesión. 

Respecto a la elección de adminis-
tradores concursales, describen una 
situación actual en la que hay una sú-
per población de 40.000 profesiona-
les, para un total de 8.000 concursos 
al año que, una vez pasada la crisis, 
podrían convertirse en 2.000. Creen 
que la elección por lista secuencial 
manteniendo ese volumen de admi-
nistradores puede ser “un desastre”, 
y por eso abogan por exigir “requisi-
tos adicionales de formación, cualifi-
cación, profesionalización, especiali-

zación y experiencia”. Por otro lado, 
aseguran que no se oponen  a que se 
modifique el modo de cobro de los 
honorarios y plantean fórmulas al-
ternativas. 

Respecto a la crítica de que la ma-
yoría de los concursos acaban en li-
quidación, aseguran que el problema 
no es la regulación concursal, sino el 
hecho económico. “Si la economía 
está en crisis y el PIB cae, lo normal 
es que también cierren más empre-
sas porque la demanda es superior a 
la oferta”, explican. Otra razón es 
que cuando las empresas acuden al 
concurso ya es demasiado tarde, 
porque en España no hay una cultu-
ra de protegerse acudiendo a la regu-
lación de insolvencias. Sin embargo, 
“quien acude a la protección a tiem-
po puede salir adelante”.

Aspac prohíbe en sus 
estatutos la celebración 
de cursos o congresos en 
los que se pague a jueces

Una medida clave 
para no agravar la 
insolvencia y así evi-
tar responsabilidades 
es solicitar el con-
curso voluntario 
antes de que la situa-
ción sea irreversible.

ACTUACIÓN

celona ligaban el alcance sólo 
a las decisiones que tenían un 
impacto directo de culpabili-
dad. Finalmente, actuó de ár-
bitro el Tribunal Supremo, 
que se decantó por la jurispru-
dencia catalana. En una refor-
ma posterior, la ley adaptó es-
ta decisión, aclarando que los 
administradores responden 
con su patrimonio en la medi-

da que hayan generado o 
agravado la situación de insol-
vencia, limitando así el alcan-
ce de las sanciones. 

Normativa 
Por ejemplo, si un concurso es 
declarado culpable, el admi-
nistrador no tiene que cubrir 
todo el agujero patrimonial, 
sino sólo aquella parte que se 

deba a una actuación inco-
rrecta o no conforme a la ley. 
Éste es uno de los motivos por 
los que los jueces se decantan 
con más frecuencia a favor de 
los concurso fortuitos. Para 
que un acreedor consiga que 
se declare culpable la gestión 
del administrador, “es necesa-
rio demostrar y acreditar el 
daño”, además de calcular el 

impacto que esa acción con-
creta ha tenido en la situación 
de insolvencia, según explica 
Adrian Dupuy, socio de PwC 
Tax & Legal. 

Este experto señala que hay 
otros factores que explican el 
hecho de que la mayor parte 
de los concursos se califiquen 
como fortuitos. La normativa 
vigente estipula que si el in-

forme de la administración 
concursal y el dictamen del 
Ministerio Fiscal coinciden a 
la hora de señalar que el pro-
ceso es fortuito y no cabe exi-
gir responsabilidades a los ge-
rentes, el juez está obligado, 
por ley, a archivar las actua-
ciones. Además, contra esta 
decisión no se puede recurrir. 

Entre otras cosas, lo que 
pretende esta medida es agili-
zar los procesos, sobre todo, 
teniendo en cuenta que, en 
España, más del 90% de las 
compañías que se declaran en 
concurso de acreedores acaba 
finalmente en liquidación, 
que es cuando se abre la fase 
de calificación. 

Dupuy explica que la nor-
mativa concursal “limita la 
responsabilidad patrimonial”, 
de forma que un administra-
dor no tenga que hacer frente 
a las deudas de la compañía 
con sus recursos personales 
por el mero hecho de tomar 
una decisión empresarial que 
no ha logrado los resultados 
previstos o ha salido mal. Sin 
embargo, sí castiga al gestor 
que haya actuado de mala fe o 
de forma contraria a la ley.

RESPONSABILIDAD A la 
hora de buscar culpables 

por la situación de 
insolvencia, siempre se 

apunta al administrador de 
la compañía. Aunque hay 
muchos casos en los que 
los jueces condenan a los 

gestores a cubrir las 
deudas que no se alcancen 

a pagar con la liquidación 
de una empresa, como fue 
el caso de grupo Marsans, 
son muchos más donde la 

Justicia considera que la 
situación fue fortuita, como 
ha ocurrido recientemente 

con el proceso de Fagor.

Más del 80%  
de los concursos  
de acreedores  
en España se 
declaran fortuitos


